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PRESIDE: Señor Representante José Bayardi. 


MIEMBROS: Señores Representantes Hernán Bonilla, Fitzgerald Cantero Piali, Gustavo Cersósimo, 
Felipe Michelini, Jorge Orrico y Aníbal Pereyra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Bayardi).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


Como asunto previo vamos a referirnos al ingreso de un recurso de apelación interpuesto por varios señores 
Ediles contra los "Artículos 113 y 114 del Decreto N* 13/2011 de la Junta Departamental de Colonia, por el 
que se aprueba el Presupuesto 2011 2015", Carpeta N* 1059/2011. 


La primera constatación que surge de la lectura del recurso interpuesto es que trae la firma de once personas, 
que va de suyo que son Ediles de la Junta Departamental de Colonia. Se informa el número de la cédula de 
identidad de estos ciudadanos, pero no el de su credencial cívica. Por esta razón, antes de considerar la 
admisibilidad del recurso y, posteriormente, el tema de fondo, solicitaremos antecedentes a la Junta 
Departamental y a la Junta Electoral de Colonia con respecto a la identificación formal del carácter de Ediles 
titulares de los firmantes del recurso. Remitiremos esta solicitud de antecedentes al amparo del artículo 5” de 
la Ley_N? 18.045. 


También solicitaremos antecedentes a la Junta Departamental de Colonia y a la Intendencia del 
departamento, porque tal como lo ha planteado el Diputado Orrico la Comisión debe saber si el Gobierno 
departamental de Colonia hizo suyas las disposiciones contenidas en el Código Tributario. 


SEÑOR CERSÓSIMO.- En cuanto a los antecedentes, es importante conocer el trámite que tuvo el 
Decreto y los informes del Tribunal de Cuentas; por eso deberíamos solicitar que fueran remitidos. 


(Diálogos) 


SEÑOR MICHELINI.- Creo que debemos cumplir, en primer lugar, con la Constitución y, luego, con 
la ley. Hay un sentido lógico que indica que, si hay un recurso interpuesto, debemos interpretar la 
presentación en función de que podamos estudiar el fondo, y no hacer del formalismo del derecho algo 
alambicado y barroco. 


A quienes se presentan como recurrentes de estos artículos del Presupuesto Quinquenal de la Intendencia de 
Colonia deberíamos solicitarles, en primer lugar, que aportaran la serie y número de credencial de cada uno 
de los firmantes; en segundo término, que presentaran un domicilio real, no un despacho del Poder 
Legislativo no me parece que esto corresponda; en tercer lugar, que clarificaran quién será apoderado o si 
habrá que notificarlos a todos y, por último, que agregaran una copia del Decreto que recurren. Me parece 
que esto es elemental. 


No quisiera que, posteriormente, si no clarificamos estos aspectos formales, el debate de fondo se viera 
enrarecido por cuestiones que pueden parecer tonterías pero, en definitiva, no lo son. 


SEÑOR CERSÓSIMO.- No creo que haya inconveniente con respecto al domicilio establecido. 
Inclusive, en el Poder Judicial se puede establecer domicilio en los estrados, en el mismo órgano que 
dicta la resolución. Dentro del principio al que hacía referencia el señor Diputado Michelini, en cuanto 
al informalismo a favor del administrado, me parece que se cumple con este aspecto; podrá no ser lo 
más cómodo, pero está cumplido. Podrían haber constituido domicilio en Colonia o en la Junta 
Departamental. Reitero que no hay inconveniente en ello. 


En cuanto a lo demás, estoy de acuerdo en todo. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Los Ediles debieron haber remitido el Decreto promulgado. 


Estaba leyendo el recurso y me surge una duda que tiene que ver con las observaciones del Tribunal de 
Cuentas. Tengo entendido que el Presupuesto llegó a la Asamblea General el día 6 de mayo, aceptando en 
general las observaciones del Tribunal de Cuentas. Mi duda es si llegó la observación del Tribunal de Cuentas 
a la Asamblea General, que es obligatorio enviar cuando no son aceptadas. De manera que me gustaría 
conocer también cuáles fueron las observaciones que interpuso el Tribunal en su momento. 


Si están de acuerdo, a través de Secretaría procederemos de la forma ya expresada, a efectos de despejar 
algunos elementos que están planteados en este recurso interpuesto. 


Damos cuenta de que ha regresado del Senado, con modificaciones, el proyecto relativo al registro de huellas 
genéticas. En este momento, esta iniciativa figura en el numeral 8* del orden del día, "Asuntos aprobados por 
la Cámara de Senadores en esta Legislatura". Si están de acuerdo, vamos a incorporar este punto en el orden 
del día de la próxima sesión, para su consideración. 


Secretaría me ha informado que los señores Diputados ya cuentan con el proyecto enviado por el Senado y 
con el comparativo de las modificaciones introducidas. 


Por otra parte, y como un asunto previo, quiero informar que ayer recibí una comunicación del señor 
Ministro del Interior, quien me transmitió que hay conversaciones entre el Ministerio del Interior y el Poder 
Judicial con respecto a la tipificación de faltas que puedan dar lugar a algún tipo de sanción de naturaleza 
penal, no necesariamente con privación de libertad, dado que ello no estaba planteado para las faltas, y que 
va a instalarse un grupo de trabajo a fin de discutir este punto. 


En virtud de que cuando la Comisión termine de aprobar las modificaciones al Código General del Proceso, 
comenzará a analizar el Código Penal, el Ministro está invitando, por mi intermedio, a los partidos políticos 
con representación parlamentaria que integran esta Comisión, a designar a uno de sus miembros a efectos de 
incorporarse al proceso de discusión, de manera que cuando tratemos esto ya tengamos una aproximación al 
tema y se conozca el trabajo realizado al respecto. La pretensión es que las sanciones a las faltas estén 
contenidas en el Código. 


En la medida en que la representación no puede ser institucional, conversamos con el señor Ministro acerca 
de la posibilidad de invitar a un legislador por cada partido político con representación parlamentaria para 
que trabajara el tema conjuntamente con el grupo de trabajo del Ministerio del Interior y del Poder Judicial, a 
título personal. Pedí al señor Ministro que me enviara una nota al respecto, que no sé si ya llegó. La idea sería 
que cada partido político designara a un legislador o legisladora para incorporarlo a este grupo de trabajo. 
Están presentes dos Representantes del Partido Colorado; pedimos que se informe a la señora Diputada 
Piñeyrúa y al señor Diputado Borsari Brenna a efectos de que nos hagan llegar un nombre para que lo pueda 
trasmitir al señor Ministro a efectos de que los convoque. 


Se pasa a considerar el asunto que figura en el primer punto del orden del día: "Asociación Nacional de 
Afiliados. (Se establece que podrá garantizar a sus asociados el arrendamiento de locales comerciales e 
industriales con destino a la micro y pequeña empresa)". 


Invitamos a la Comisión al señor Diputado proponente del proyecto de ley, pero no pudo concurrir por 
encontrarse en el exterior. 


SEÑOR MICHELINI.- En la sesión anterior, la Comisión aceptó incorporar como primer punto del 
orden del día el proyecto relativo a la Asociación Nacional de Afiliados, presentado por el señor 
Diputado Yanes. Este trasmitió por nota la voluntad de ser recibido por la Comisión para el 
tratamiento de este tema, por lo que sugiero si no hay oposición que la Presidencia coordine una fecha. 
Creo que este proyecto de ley, que es sencillo, es compartido, en general, por el conjunto de la 
Comisión. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Las autoridades de ANDA me invitaron a una reunión en calidad de 
Presidente de la Comisión. Como se expresa en el proyecto, están planteando la posibilidad de 
garantizar a sus asociados el arrendamiento de locales comerciales e industriales con destino a la micro 
y pequeña empresa. 


Más allá de convocar al señor Diputado Yanes, propongo invitar a las autoridades de ANDA y al Ministerio 
de Economía y Finanzas, previo envío del proyecto. 


(Apoyados) 


Considero que no habrá ninguna dificultad aprobarlo. Se han extendido las garantías de alquileres, por 
ejemplo; inclusive, hay empresas de seguros que están tomando a riesgo relativo, pero riesgo al fin las 
garantías de alquileres y a alguna empresa de plaza del sector privado se le ha hecho una extensión. 


Se pasa a considerar el asunto que figura en segundo término del orden del día: "Código General del 
Proceso. (Modificación)”. 


En discusión el artículo 101. 


SEÑOR MICHELINI.- El artículo 101 tiene el objetivo de garantizar que las audiencias se fijen en un 
tiempo razonable. Me parece que la solución que se plantea es mala, porque establece que las 
audiencias se deberán fijar en forma indelegable por el tribunal; en todo caso, deberá ser bajo su 
responsabilidad. No creo que la organización de las audiencias sea una tarea indelegable del Juez ni del 
Tribunal. Se debería establecer la expresión: "bajo su responsabilidad", ya que si el Magistrado delega 
en un funcionario la fijación de las audiencias y estas no se realizan o se trancan, el responsable será el 
jerarca, es decir, el Magistrado. Además, ampliaría el plazo a noventa días. 


Sinceramente, me parece que es algo muy rústico lo que se establece. Queremos un proceso moderno y 
establecemos una rusticidad como el hecho de que el Magistrado o el Tribunal en su conjunto organicen qué 
audiencias se hacen y qué audiencias se dejan de hacer. No lo entiendo. 


Si no hay acuerdo, sugiero que posterguemos la consideración de este artículo para el final a efectos de 
analizar una solución más razonable. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo acuerdo, desglosamos este artículo para su posterior 
consideración. 


En discusión el artículo 102 "Documentación de la audiencia". 


Se modifica el tercer inciso y se introduce un cuarto inciso, estableciéndose que se delega en la Suprema 
Corte de Justicia la reglamentación por acordada de un sistema de registro a través de nuevas tecnologías. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 

(Se vota) 

——- Siete por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 

En discusión el artículo 105 "Testimonios y certificados". 

La solución propuesta permite agilizar la expedición al dejar de ser preceptiva la citación de partes: responde 
a necesidades prácticas y al objetivo de disminuir las notificaciones a domicilio. Favorece la publicidad 
externa al flexibilizar la expedición de testimonios para terceros. Se incluyó la práctica del foro de autorizar 


el retiro de testimonios y certificados por personas autorizadas por el interesado. 


En el segundo inciso del artículo 105.1, que comienza: "La expedición de tales documentos deberá ser 
autorizada por el tribunal [...]", se agrega: "quien dispondrá, de entenderlo necesario, la citación [...]". 


En el artículo 105.2 se agrega: "Dichos testimonios o certificados podrán ser retirados por el interesado o 
persona expresamente autorizada a tales efectos". 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 

(Se vota) 

——- Siete por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 
En discusión el artículo 107 "Retiro de expedientes". 


La explicación que se da a la modificación es que se consagra la práctica forense del retiro por persona 
expresamente autorizada por el interesado, siempre bajo la responsabilidad del letrado patrocinante. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 

(Se vota) 

——- Siete por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 

En discusión el artículo 114 "Anulación de actos procesales fraudulentos”. 

Se precisa que, al existir una vía específica, debe emplearse, y se compatibiliza la solución con la proyectada 
para el artículo 115. Significa que las únicas vías procedentes son las de defensa, recursiva o incidental, 
quedando eliminada la posibilidad de la acción autónoma de nulidad, lo cual privilegia la certeza jurídica. No 
obstante, las modificaciones proyectadas para el recurso de revisión constituyen soluciones más garantistas 


en la medida en que se amplían las causales y los plazos previstos. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 


(Se vota) 
——- Siete por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 
En discusión el artículo 115 "Vías procesales para la reclamación de la nulidad". 


De manera concordante con la solución proyectada para la modificación de los artículos 114, 283 y 285, se 
aclara que las únicas vías para reclamar las nulidades emergentes de las decisiones judiciales son los recursos 
que el Código prevé. Incluye el de casación, que había sido inadvertidamente omitido. También incluye el de 
revisión para concordar el sistema de los artículos mencionados. Precisa que cualquier nulidad debe hacerse 
valer por alguna de las tres vías, excluyendo la posibilidad de acción autónoma y poniendo así fin al debate 
suscitado desde la entrada en vigencia del Código General del Proceso en relación a la subsistencia de esa vía 
de acción autónoma. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 

(Se vota) 

——- Siete por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 


En discusión el artículo 117 "Forma y contenido de la demanda". 


Se reitera por su importancia en sede de demanda la solución legal en materia de domicilio, adecuándola a la 
nueva redacción del artículo 71. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 

(Se vota) 

——- Siete por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 

En discusión el artículo 120 "Acumulación de pretensiones”. 

La solución proyectada aclara que la referencia a materia dice relación con la competencia, que la alusión a 
conexión refiere a las pretensiones y elimina el oscuro concepto de materia análoga. Asimismo, precisa que 
en toda hipótesis de acumulación inicial corresponde exigir el cumplimiento de los tres requisitos del 
artículo 120.1 

En el inciso 1) del artículo 120.1 se eliminó la palabra "análoga". La nueva redacción dice: "Que se trate de 
pretensiones de igual materia competencial; si pertenecieren a fueros competenciales diversos, las 
pretensiones deberán ser conexas entre sí". 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 

(Se vota) 

——- Siete por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 

En discusión el artículo 121 "Cambio de demanda". 

La solución proyectada prevé con claridad momentos preclusivos para la alegación y ofrecimiento de prueba 
sobre hechos nuevos en segunda instancia. En caso de tribunales colegiados, la alegación podrá hacerse hasta 
la primera oportunidad de deliberación del tribunal y no después, aun cuando el tribunal deba ser integrado. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 


(Se vota) 


——— Siete por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 


En discusión el artículo 123, que refiere a la procedencia del emplazamiento. 


Con respecto a este artículo "Se aclara que el emplazamiento no se identifica con el traslado de la demanda y 
se unifica el texto con las soluciones proyectadas para los arts 34, 35, 44.6 y 44.7". 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 

(Se vota) 

——- Siete por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 

En discusión el artículo 124, que refiere al emplazamiento dentro de la ciudad, villa o pueblo. 
Se aclara que "La modificación del nomen turis responde al contenido de la norma". 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 

(Se vota) 

——- Seis por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 

En discusión el artículo 129, que refiere a la sanción por omisión. 

Aquí se elimina la contradicción existente entre los artículos 129.1 y 129.2, 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 

(Se vota) 

——- Seis por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 

En discusión el artículo 130, que refiere a "Forma y contenido de la contestación". 

Con respecto a este artículo, "Se entendió que la solución legal para los casos de falta de contestación o 
contestación reticente ha de ser la misma. Por otra parte se realizaron las concordancias correspondientes con 
la rebeldía (declarada o no) y con la inasistencia a la audiencia preliminar”. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar 

(Se vota) 

——- Seis por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 

En discusión el artículo 132, "Actitudes del demandado". 

Aquí se incluye entre las posibles actitudes del demandado la mera comparecencia. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 

(Se vota) 

——- Siete por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 

En discusión el artículo 133, "Excepciones previas". 


Con respecto a este artículo, "Se eliminó del texto la intervención de terceros, de acuerdo con el régimen 
proyectado en el artículo 52. Con respecto a la prescripción, se volvió la solución unificadora del texto 
originario del CGP, en aplicación del principio de eventualidad, alterada por la compilación del C. Civil (Ley 
N? 16.603 de 19 de octubre de 1994). En el num. 9”, se incluye como excepción previa la denuncia de 
improponibilidad manifiesta de la demanda. En el art, 133.2, se añade la manifiesta improponibilidad de la 
demanda, para ajustar el texto a lo dispuesto en el art. 341 num. 5*. En el inc. final, se buscó compatibilizar el 


texto del CGP con el art. 322 de la Ley N* 16226, así como extender las bondades de la solución de esta 
última norma sobre incompetencia por razón de materia a los casos de incompetencia por razón de cuantía, 
grado y turno. Asimismo, se intentó otorgar coherencia al régimen de incompetencia vigente, precisando que, 
salvo el caso excepcional de afectarse la materia penal, las actuaciones cumplidas por el Juez incompetente 
conservan validez: ello, en aplicación del principio de conservación de los actos procesales. En consecuencia, 
también se previó la remisión de los autos al Tribunal competente a fin de que continúe las actuaciones, 
solución que contempla una razón de economía procesal y el acceso tuitivo a la justicia, minimizando las 
consecuencias perjudiciales para los justiciables". 


SEÑOR ORRICO.- Solo quiero hacer un comentario con respecto a la improponibilidad manifiesta de 
la demanda. 


Por supuesto, no lo vamos a discutir ahora, pero entiendo que el Juez debería tener la potestad de rechazar de 
plano los casos de improponibilidad manifiesta, y voy a explicar cuándo. 


Yo he tenido el dudoso honor de ser demandado ante un juzgado civil por manifestaciones realizadas en Sala, 
por medio de las cuales le solicité la renuncia al Presidente de un Banco. Ese sería un caso en que el Juez 
debería rechazar la demanda por improponible. Digo esto porque el estatuto del legislador establece que estos 
jamás serán responsables por los dichos emitidos en el ejercicio de sus funciones. Sin embargo, tuve que ir al 
juzgado y oponerme a la demanda porque le dieron trámite. 


De todos modos, lo que aquí se establece mejora la situación, porque permite que cuando se conteste la 
demanda se pueda decir, por ejemplo en el caso de un legislador: "Mas allá del fondo de este asunto, esto es 
improponible, porque un legislador hizo un comentario de tipo político en Cámara". Por supuesto, también 
puede haber otras situaciones de improponibilidad; yo estoy mencionando esta porque es muy clara. En 
realidad, una demanda improponible no puede prosperar, y constituiría un gran ahorro, desde el punto de 
vista procesal, que los Jueces dijeran: "A este señor le están haciendo una demanda por lo que dijo en la 
Cámara de Diputados, por lo tanto, es improponible, y no continúa". 


Este es el comentario que quería realizar. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Me gustaría saber a qué se debió la intervención del señor Diputado Orrico 
con respecto a la improponibilidad por parte del Tribunal, teniendo en cuenta que en el artículo 133.2 
está contemplado que "El Tribunal relevará de oficio la incompetencia por razón de [...]" 


SEÑOR ORRICO.- El problema es que eso no se hace. 
(Diálogos) 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no interpreto mal, la referencia que realizó el señor Diputado Orrico está 
contenida en la propuesta planteada. 


SEÑOR ORRICO.- Fíjense que dice que esto se resolverá en la audiencia preliminar, es decir que hay 
demanda, contestación de la demanda, audiencia preliminar. Lo que sostengo es que, ante estos casos 
tan manifiestos, habría que rechazar esto de plano; no puede continuar la acción. Esto ha sido muy 
trabajoso y no vamos a agregar un elemento de perturbación. Me refiero a que ni siquiera debiera ser 
molestado el demandado en tener que ir a contratar un abogado para contestar una demanda de esta 
naturaleza. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En realidad el artículo 133.2 del segundo inciso que dice: "La incompetencia, 
excepto la que afecte la materia penal, solamente podrá ser relevada antes o durante la audiencia 
preliminar. [...]', está excluyendo la materia penal en el tema de la incompetencia. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 


(Se vota) 


——- Siete por la afirmativa: AFIRMATIVA. Unanimidad. 
En consideración el artículo 134, "Allanamiento a la demanda". 


En este artículo "se estableció la posibilidad de ejecutar la pretensión alcanzada por el allanamiento parcial 
sin aguardar la finalización del proceso". 


En este caso, nos vamos a referir al numeral 6) del 341, que comienza en la página 52. Allí ya se había 
interpuesto una corrección. 


La modificación venía expresada así: "Fijación del objeto del proceso y de la prueba; pronunciamiento sobre 
los medios de prueba solicitados por las partes, rechazando los que fueren inadmisibles, innecesarios, 
manifiestamente inconducentes y manifiestamente impertinentes". En su oportunidad, para hacerlo 
coincidente con otras redacciones se le incorporó la palabra "manifiestamente innecesarios". O sea que 
quedaría de la siguiente manera: "[...] rechazando los que fueren inadmisibles, manifiestamente innecesarios, 
manifiestamente inconducentes y manifiestamente impertinentes, disponiéndose la ordenación y 
diligenciamiento de los que correspondan; recepción de los que fuere posible diligenciar en la propia 
audiencia y fijación de la audiencia complementaria para el diligenciamiento de los restantes, de conformidad 
con lo establecido en el artículo 101, acordándose lo necesario para que en ocasión de esa audiencia 
complementaria se diligencien totalmente las pruebas que no se hubieran recibido en la audiencia 
preliminar". 


Entonces quedaría así: "El allanamiento parcial será declarado en la oportunidad prevista por el artículo 341 
numeral 6” y habilitará la ejecución". 


SEÑOR CERSÓSIMO.- Estaba reflexionando si lo que dice el tercer párrafo del artículo 134 no sería 
bueno que lo dijera el numeral 6) del artículo 341, es decir que entre las resoluciones de la audiencia 
preliminar se incluyera el allanamiento parcial de la demanda, porque lo dice en este artículo pero en 
forma alejada, y sería bueno tenerlo todo, precisamente, en esa audiencia que es fundamental para la 
prueba, entre otras cosas, y en este caso, nada menos que para la ejecución de parte de lo que se está 
reclamando. 


SEÑOR ORRICO.- Yo creo que está bien como viene. No me opongo a que en el numeral 6) del 
artículo 341 se diga: "(...)manifestamente inconducentes y manifiestamente impertinentes, 
disponiéndose la ordenación y diligenciamiento de los que correspondan; declaración de allanamiento 
parcial(...)" y ahí agregarle artículo 134, entre paréntesis y luego sigue. Porque es fácil determinar el 
allanamiento parcial. Es decir, se demanda a una persona por tres rubros, reconoce dos y dice: "Con 
esto no estoy de acuerdo". Entonces, evidentemente, por un principio de economía procesal se declara 
que eso ya está admitido y, en consecuencia, ya lo puede ejecutar, si fuere necesario, y eso se hace en la 
audiencia preliminar. Me parece muy bien que en el numeral 6) del artículo 341 se agregue el 
allanamiento haciendo mención al artículo 134. 


SEÑOR CERSÓSIMO.- Ya que coincidimos con el Diputado Orrico, quiero decir que el artículo 134 
en esta parte debería quedar así: "El allanamiento parcial declarado" se elimina la palabra "será" "en 
la oportunidad prevista en el 341 numeral 6” habilitará la ejecución". Esto sería así siempre que se 
incluya en el numeral 6) del artículo 341 que en los cometidos resolutivos de la audiencia preliminar se 
establezca la declaración del allanamiento parcial de la demanda. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Es decir que quiere borrar el imperativo "será" y la conjunción "y". 
SEÑOR CERSÓSIMO.- Exacto, porque es lo que en realidad dispone este artículo. Y a fin de tener los 


temas ubicados en cada uno de los artículos tendríamos que agregar al numeral 6) del artículo 341 que 
se declare entre los cometidos de la audiencia preliminar. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En realidad, estaba planteando que necesitamos una redacción del 
numeral 6) del artículo 341, para después tomar conducta ligando los dos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Dado que el señor Diputado Orrico ya expresó dónde podría estar ubicada la 
frase, si tiene la gentileza de proporcionarla ahora, dejamos el tema solucionado. 


SEÑOR ORRICO.- El artículo 341 en su numeral 6* quedaría redactado así: "Fijación del objeto del 
proceso y de la prueba; pronunciamiento sobre los medios de prueba solicitados por las partes, 
rechazando los que fueren inadmisibles, innecesarios, manifiestamente inconducentes y 
manifiestamente impertinentes (artículo 24.6), disponiéndose la ordenación y diligenciamiento de los 
que correspondan; declaración del allanamiento parcial si lo hubiere (artículo 134.3)", y el resto del 
artículo queda igual. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En la lectura a la que hizo referencia el señor Diputado Orrico falta la 
incorporación de lo que habíamos acordado, es decir, el termino "manifiestamente innecesarios". 


Entonces, estaríamos en condiciones de votar el artículo 134 con las modificaciones propuestas, es decir, la 
eliminación en el último inciso del artículo 134 del verbo "será" y de la conjunción "y", quedando redactado 
de la siguiente manera: "El allanamiento parcial declarado en la oportunidad prevista por el artículo 341 


numeral 6” habilitará la ejecución”. 
(Diálogos) 


——— En discusión el artículo 142, en el que se consagra a texto expreso el principio de adquisición, uno de 
los principios clásicos de la materia probatoria, ampliamente arraigado en doctrina y jurisprudencia. El deber 
de colaboración y lealtad que consagra la ley para todo litigante (art. 5% deviene en instrumento de suma 
utilidad en la etapa de valoración de la prueba. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota) 
——— Siete en siete: AFIRMATIVA. Unanimidad. 


Quisiera hacer una consulta. ¿Todas las obligaciones que emanan del Código General del Proceso que es 
general con relación a los procesos no tienen absolutamente nada que ver con las obligaciones del Código del 
Proceso Penal? Yo, culpable de asesinato y de matar con alevosía a cualquiera, puedo interponer todas las 
chicanas habidas y por haber en sede penal, y quien está obligado a mandarme en cana y a probar que fui yo 
es el Fiscal y no mi parte. ¿Es así? 


(Diálogos) 


——— Esto lo tengo claro, pero lo pregunto porque el Código del Proceso Penal es un código específico que 
está en el Senado y no quisiera que nos fuéramos de mambo. Estoy de acuerdo con que es el Estado, la 
Fiscalía la que debe probar la culpabilidad. 


(Diálogos) 


——- Ningún constitucionalista de ningún partido político, dedicado a la política, puede escribir sobre 
Constitución, y fui genérico. 


SEÑOR MICHELINI.- Me parece muy oportuna la observación del señor Presidente en un tema bien 
delicado como es la aplicación de la norma en el tiempo y, en particular, su interpretación. 


El Código del Proceso Penal, en su artículo 5”, se refiere a interpretación e integración, y dice: "Si una 
cuestión procesal no puede resolverse por las palabras ni por el espíritu de estas normas, claramente 
manifestado en ellas mismas o en la historia fidedigna de su sanción, se acudirá a la analogía, los principios 
generales del derecho y las doctrinas más recibidas". 


Por lo tanto, no es una distinción clara y tajante la existencia de una norma en el Código General del Proceso, 
por su generalidad. Evidentemente, puede acudirse a la analogía, a los principios generales del derecho y a 


las doctrinas más recibidas y, evidentemente, la doctrina del Código General del Proceso puede ser tomada 
como doctrina más recibida o reflejar principios generales del derecho, sin perjuicio de la analogía. 


Por lo tanto, si alguien estuviese preocupado por la interpretación de la norma procesal penal y su 
flexibilización en los temas de prueba, evidentemente, debería revisarlo con detalle, porque el principio con 
el que coincido de que las normas procesales penales tienen su especificidad diferente a las normas 
procesales civiles, en caso de interpretación que no pueda resolverse por las palabras o por el "espíritu" entre 
comillas, tiene aplicación. 


Por último, el Presidente se refería a la múltiple condición de jurista, abogado y político que puede interpretar 
la Constitución. Al respecto, debo decir que, claramente, el derecho más político es el constitucional. 
Entonces, no hay posibilidad de establecer una separación en ese sentido. Ningún constitucionalista, por más 
apolítico que se considere, puede hacer una interpretación del texto constitucional sin un abordaje político, 
porque se trata de un derecho político. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Lo que yo quiero es que admitamos pacíficamente que, a la hora de 
interpretar la Constitución, tanto vale un profesor de derecho constitucional, como un lego. Lo digo, 
porque he visto a profesores cometer errores interpretativos por actuar condicionados por su 
vinculación política. De todos modos, era un tema lateral al que estábamos tratando. 


SEÑOR CERSÓSIMO.- No tengo dudas de que este artículo será discutido en Sala y de que se 
plantearán todos los fundamentos que hemos manejado. De todas maneras, quiero dejar hoy 
constancia en la versión taquigráfica de que no cambia ningún principio de los que están consagrados 
en el ordenamiento jurídico uruguayo, que responden a la doctrina más recibida. Esta disposición está 
estrechamente ligada con el artículo 5”, que refiere al deber de colaboración, pero esto no nos lleva a 
consagrar el principio de que alguien pueda ser obligado a producir prueba en su contra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La única duda que me asaltaba era si o habría que dejar claro en algún lado 
a qué no es aplicable esta disposición. 


SEÑOR MICHELINI.- Con respecto a lo que señalaba el Presidente, quiero agregar que las opiniones 
jurídicas se sustentan en sí mismas, no dependen de quién las invoque. El hecho de que la opinión esté 
firmada, es una anécdota. Si alguien que se precia de tener un doctorado en determinada materia, de 
ser un experto y tener un Grado 5 dice un disparate, lo será más allá de quién lo firme; supongo que en 
medicina pasará algo parecido. 


(Diálogos) 


——— Por otro lado, creo que el artículo 5%, en vinculación con el artículo 142, modifica el régimen actual. Tal 
vez no cambie la interpretación, pero es una modificación; de otro modo, no se explicaría que se incorporaran 
algunos conceptos que no están en el actual Código General del Proceso. 


SEÑOR ORRICO.- Lo que se está incorporando en este caso es el principio de la carga dinámica de la 
prueba, lo que es elemental en la actualidad. Si un individuo tiene una prueba y no quiere aportarla al 
proceso, es lógico que tenga una presunción en contra. Insisto: eso es absolutamente lógico y, aun 
cuando no estuviera esta disposición, habría que actuar de ese modo, porque esta es una de las cosas 
que ha cambiado. Esto tiene su expresión máxima en el derecho laboral, pero otras ramas del derecho 
no son ajenas, salvo en la cláusula penal, en la que tiene que haber un acusador, que en el Uruguay es 
el Ministerio Público. Lo aclaro, porque, en general, la prensa lo ignora. Cuando el Juez libera, lo hace 
porque no hubo acusación. El monopolio de la acusación lo tiene el Ministerio Público, el Fiscal, quien 
no puede acusar en base a presunciones, sino en base a pruebas concretas. No puede decirle a alguien: 
"Usted está obligado a jurar que va a decir la verdad sobre sí mismo", porque la Constitución 
expresamente establece que no puede haber juramentos sobre confesiones. Eso es lo que se estipula en 
el artículo 20, y de ahí parte todo lo demás. 


Creo que no hay peligro alguno de que esto se considere de otra manera, porque la carga dinámica de la 
prueba es una concepción que solo es aplicable a la materia civil, de manera que iría contra el cimiento 


mismo del derecho liberal que un individuo se acusara a sí mismo. Por otra parte, está reconocido en 
múltiples tratados internacionales que son de aplicación. 


SEÑOR MICHELINI.- Mi observación no se refería al proceso penal, sino al proceso civil, en el que 
creo que hay un cambio, porque en el Código General del Proceso vigente no está expresamente 
consagrado el deber de colaboración procesal. La situación es muy distinta. La interpretación podrá 
derivar de eso, pero es una interpretación. 


Creo que lo que se ha planteado es que quede expresamente en el texto legal; por algo se pone. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Hemos aprobado el artículo 142.2. 


Si los señores Diputados entienden que no hay nada más que aclarar en el texto que estamos discutiendo, lo 
dejaremos tal como está. 


(Apoyados) 
——— Entonces, el texto queda como está. 


Se levanta la reunión. 


Tí maana dal mia da nánin a 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


